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León, Guanajuato, a 17 diecisiete de junio del año 2010, dos mil diez. . . . . . . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 231/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano GUADALUPE OSVALDO GONZÁLEZ VALDIVIA, en contra del Director General de Tránsito  Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261, en virtud de que no se acredita la existencia del acto impugnado, pues de ninguna forma la acredita. . . . . . . . .  . . . . . . . . 
 Causal de improcedencia que se resulta FUNDADA, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Del escrito de demanda de nulidad que nos ocupa, se advierte que el actor impugna el acto verbal que consiste en la determinación de la autoridad demandada de despedirlo del trabajo, sin embargo al respecto cabe mencionar que entre los elementos de los cuerpos de seguridad pública y el Municipio de León, Guanajuato, no existe una relación de carácter laboral, sino que entre ellos, se da una relación jurídica de naturaleza meramente administrativa; luego, partiendo de la premisa de que Guadalupe Osvaldo González Valdivia, como Agente de Tránsito estaba adscrito a la Dirección de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, en la especie jurídicamente no debemos hablar de despido, sino de una posible separación del servicio público de tránsito y vialidad, la que constituye un acto administrativo emitido de manera verbal. Respecto a la relación jurídica que existe entre el Municipio y los elementos de sus cuerpos de seguridad pública, resulta ilustrativa la jurisprudencia por contradicción de tesis 11/94; entre las sustentadas por el primero y segundo Tribunales Colegiados del Segundo Circuito; Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: II, Septiembre de 1995, Tesis: P./J. 24/95, visible a Página: 43; bajo el siguiente rubro: “POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACION JURIDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el juez de Distrito.”. . . .  . . . 

Bajo esta tesitura, en el caso que nos ocupa, la demanda se apoya en el hecho de que el Director General de Tránsito Municipal, emitió un acto verbal, a través del cual separó al justiciable del servicio público de tránsito y vialidad; siendo lo anterior así, la parte actora tiene la carga de la prueba para acreditar la existencia del acto impugnado, esto es, le corresponde aportar los medios probatorios necesarios a efecto de probar su afirmación en el sentido de que la autoridad demandada de manera verbal lo separó del servicio, contando para ello, con la posibilidad de ofrecer cualquiera de los medios de convicción previstos en el artículo 48 del Código de Procedimiento  y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, máxime que dicha autoridad niega haber emitido el acto a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En estas condiciones, la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, contempla la improcedencia del juicio cuando la inexistencia del acto se deriva claramente de las constancias que obran en autos de la causa administrativa, entonces interpretando a contrario sensu esta fracción, la acreditación de la existencia del acto administrativo impugnado, es un requisito de procedibilidad de la acción de nulidad, contemplada en la fracción I del artículo 255 del mismo Ordenamiento Legal; en consecuencia, atendiendo a lo expuesto, si el ciudadano Guadalupe Osvaldo González Valdivia, le imputa al Director General de Tránsito Municipal, el haber determinado u ordenado despedirlo o separarlo del cargo que ocupaba como Agente de Tránsito adscrito a citada Dirección, debió haber acreditado este acto administrativo que dice se emitió en forma verbal. Sin embargo, es el caso que con la testimonial ofrecida y desahogada a cargo de  los servidores públicos Salvador Villalobos Romo, en su carácter de Jefe Delegacional Morelos y de J. de Jesús Márquez Miranda, en su carácter de Agente de Tránsito, cuyos atestos fueron rendidos en forma separada y por escrito, ambos presentados con fecha 22 veintidós de octubre del año 2009, dos mil nueve, los cuales obran en autos de la presente causa administrativa; empero, a dichos testimonios no se le concede valor probatorio, en mérito de las razones siguientes: Salvador Villalobos Romo, en esencia manifestó que no recibió ni giró ordenes a sus subalternos para impedirle laborar al impetrante y no tiene conocimiento de que éste haya sido despedido o separado del cargo y por su parte, J. de Jesús Márquez Miranda, en esencia manifestó, que no recibió ninguna orden superior para impedir laborar al demandante ni le impidió laborar. Por consiguiente, de los dichos de estos testigos, no se desprende que hayan tenido conocimiento de que el Director General de Tránsito haya despedido o dado la orden para separar del servicio público de tránsito y vialidad a Guadalupe Osvaldo González Valdivia, por tal motivo en la especie, no se actualiza la exigencia prevista en la fracción II del artículo 126 del multicitado Código de Procedimientos y Justicia Administrativa, pues ninguno de los testigos declara haber presenciado u oído que el Director General de Tránsito, lo haya separado del servicio, o bien, dado esa orden. .  . 

Siendo lo anterior así, de las constancias que obran en esta causa se desprende claramente que el acto administrativo impugnado, es inexistente, pues como se dijo en supralíneas, el impetrante no acreditó que el Director General de Tránsito de León, Guanajuato, lo haya separado del servicio público de tránsito y vialidad, o bien, que haya dado esa orden, por tanto, es evidente que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  y es de declararse el sobreseimiento de este proceso administrativo, de conformidad con lo establecido en la fracción II del artículo  262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos  206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

